

MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES Y OTRAS NORMAS LEGALES QUE SE INDICAN, EN MATERIA DE PLANIFICACIÓN URBANÍSTICA.

_____________________________

SANTIAGO, abril 23 de 2004

MENSAJE Nº 000-350/
Honorable Senado:

A  S.E. EL

PRESIDENTE

DEL    H.

SENADO
En uso de mis facultades constitucionales, presento a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y otras normas legales que se indican, en materia de planificación urbanística.

I. ANTECEDENTES.

1. Nuevo contexto de la planificación urbanística.

Desde la promulgación en 1931 del Decreto con Fuerza de Ley Nº345, primera “Ley de Construcción y Urbanización”, y su más reciente ajuste, en 1975, mediante el Decreto con Fuerza de Ley Nº458, que le da forma al actual texto de la “Ley General de Urbanismo y Construcciones”, los cambios experimentados por el país han transformado fuertemente el desarrollo nuestras ciudades y territorios. En el ámbito del ordenamiento territorial de las distintas formas de asentamientos humanos, estos cambios han evidenciado las limitaciones de los actuales instrumentos de planificación urbana como herramientas normativas para dar respuesta efectiva a las demandas de las ciudades y sus habitantes.

El presente proyecto busca introducir modificaciones parciales al D.F.L. Nº458 de 1975, “Ley General de Urbanismo y Construcciones”, perfeccionando los actuales instrumentos de planificación urbana e incorporando nuevos tipos de instrumentos que complementen a los hoy existentes. Se busca con ello, modernizar nuestra legislación sobre planes reguladores, con el fin de incentivar la construcción de áreas urbanas más integradas y sustentables, mejor diseñadas y con elevados estándares de calidad y diversidad; reconociendo los actuales y futuros requerimientos de la sociedad chilena, las dinámicas de inversión nacional, los avances en nuestra institucionalidad democrática y la necesidad de que el desarrollo del país se traduzca en mejores lugares y territorios donde habitar.

En esta línea, el presente proyecto de ley surge del reconocimiento del actual contexto de desarrollo urbano y sus proyecciones, el cual puede ser sintetizado en: 

a)
Un sostenido aumento de la población y demandas urbanas. Hoy, más de un 87% de los chilenos habita en ciudades, registrándose un fuerte crecimiento en ciudades intermedias, con poblaciones que superan los 100.000 habitantes. 

b)
Una creciente descentralización política en la gestión de las ciudades y regiones.

c)
Una mayor participación de la iniciativa privada en el desarrollo y gestión de proyectos urbanos e infraestructuras en el territorio. 

d)
Una fuerte demanda de los ciudadanos por un desarrollo urbano sustentable, con mejores estándares y accesible a todos.

e)
Una sostenida expansión y desconcentración de las actividades urbanas. 

f)
La sostenida limitación de acceso de los sectores de menores ingresos a áreas urbanas integradas y mejor equipadas.

g)
Un sostenido aumento de distintas formas de asentamientos y construcción en  las zonas rurales a lo largo del país.

2. Insuficiencias de los actuales instrumentos de planificación territorial.

Por décadas, la regulación del desarrollo urbano ha estado basada en exigencias básicas de urbanización y en planes de zonificación excluyente, orientados a eliminar los potenciales conflictos entre las distintas actividades en el territorio por la vía de la separación de usos del suelo y de restricciones a los predios mediante planes reguladores.

Aunque este sistema ha permitido ordenar nuestras áreas urbanas, el mayor dinamismo registrado por nuestras ciudades y territorios ha tendido a dejar obsoletas muchas de las regulaciones contenidas en los planes reguladores y a crear fuertes restricciones al desarrollo local, cuando estos planes no son ajustados a tiempo o la planificación no va acompañada de inversiones urbanas. Lo anterior ha impulsado la necesidad de contar con tipos de planes reguladores que puedan compatibilizar mayores grados de adaptabilidad con más altas condiciones urbanísticas y mecanismos de mitigación y compensación, que resuelvan los impactos entre usos urbanos, asegurando así un mejoramiento cualitativo real de las ciudades y los territorios donde éstas se emplazan.

En síntesis, el presente Proyecto de Ley busca corregir algunas de las deficiencias de los Planes Reguladores, entre las que se pueden considerar:

a)
La falta de mayor flexibilidad en la regulación del uso del suelo.

b)
La falta de obligaciones de mitigación y compensación que corrijan tendencias de desarrollo urbano negativas y aseguren real mejoramiento urbano.

c)
La distorsión del uso del suelo creada por las zonificaciones excluyentes de usos, tipos de vivienda y actividades.

d)
La lentitud en los procesos de actualización de los Planes Reguladores.  

e)
La falta de definición de formas de cooperación multisectorial y participación ciudadana en procesos de elaboración de planes reguladores.

II. OBJETIVOS DEL PROYECTO.

Conforme al objetivo de modernización de nuestros Instrumentos de Planificación Territorial, los principales objetivos de este proyecto son:

1)
Fortalecer la descentralización de la planificación urbana. 

2)
Facilitar la actualización de los  Planes Reguladores.

3)
Fortalecer la participación en la elaboración de Instrumentos de Planificación Urbanística.

4)
Transparentar los procesos de regulación del suelo.

5)
Reconocer y resguardar las distintas zonas de protección y zonas de conservación de recursos naturales  

6)
Elevar los estándares de desarrollo y diseño urbano.

7)
Asegurar el acceso de los sectores de menores ingresos a los beneficios del desarrollo urbano.

8)
Crear nuevos espacios para la inversión privada en obras urbanas y equipamientos.

9)
Desincentivar la suburbanización y la ocupación irregular de las áreas rurales con las llamadas “parcelaciones de agrado”.

III. DESCRIPCION DEL PROYECTO.

3. Ámbito de aplicación y contenido de los instrumentos de planificación urbanística.

El proyecto de ley precisa los ámbitos de competencia de cada uno de los Instrumentos de Planificación Urbanística, desde el ámbito regional al local. Se busca evitar con ello duplicidades que creen conflictos entre decisiones locales y regionales o vulneren las decisiones de la comunidad. Asimismo, se crean mecanismos que permiten evitar vacíos normativos producidos por la falta de instrumentos de un determinado nivel. 

Por otra parte, reconociendo la diversidad de cada Región o Comuna, se dan más espacios de decisiones a las comunas y regiones entregando a éstas la definición de un número mayor de contenidos de los instrumentos de planificación urbanística de un mismo nivel. De este modo, los Instrumentos de Planificación pueden ser coherentes y adaptarse a las realidades de las distintas regiones y localidades. 

a. Plan Regional de Desarrollo Urbanístico.


El proyecto de Ley perfecciona la planificación regional del desarrollo urbano, mediante el “Plan Regional de Desarrollo Urbanístico”, considerado como la expresión de la estrategia de ordenamiento de las distintas formas de asentamiento humano surgida de los planes y políticas de desarrollo regional definidos por cada Gobierno Regional. Este plan está destinado a formular las guías de acción para el ordenamiento de los usos del suelo a nivel regional, por lo que se le define como un instrumento de carácter referencial para la formulación de los instrumentos de planificación urbanística de menor jerarquía. El proyecto de Ley precisa facultades para establecer condicionamientos para la aprobación de nuevas áreas urbanas, conforme al tipo de instrumento con que se materialicen y a la delimitación de las distintas áreas de protección o preservación fijadas por el plan. 


Dicho plan será aprobado por el Gobierno Regional y elaborado por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo con una amplia coordinación entre los diversos organismos públicos con competencias territoriales y otros actores de la comunidad regional.

b. Planes Reguladores Intercomunales y Comunales. 


Dada la falta de distinciones en la actual Ley entre niveles de planificación y concordante con las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, se delimitan las atribuciones de los Planes Reguladores Intercomunales y Metropolitanos sólo a las materias propias del ordenamiento intercomunal y a la debida coordinación intermunicipal, dejando las materias de ordenamiento urbano local a los Planes Reguladores Comunales.


Se incorporan a los Planes Intercomunales o Metropolitanos la facultad de crear “Áreas de Extensión Urbana Condicionada”, las cuales se materializarán mediante el desarrollo de Proyectos Urbanos Condicionados.

4. Perfeccionamiento de mecanismos de coordinación multisectorial y participación en los procesos de planificación urbanística.

Para fortalecer la coordinación de los diversos organismos públicos con atribuciones en el territorio, el proyecto incorpora su participación desde las primeras etapas del proceso de elaboración de los instrumentos.

Asimismo, el proyecto anticipa los mecanismos de participación de la ciudadanía a la etapa de elaboración de todos los instrumentos de planificación urbanística. 

5. Perfeccionamiento de los instrumentos de planificación urbanística a nivel local.

El proyecto de ley perfecciona los mecanismos de actualización y modificación de los Planes Reguladores Comunales, resolviendo los requerimientos locales a través de los siguientes instrumentos:

c. Plan Seccional.


Se transforma el “Plan Seccional” en un instrumento de modificación al Plan Regulador Comunal, mediante el cual se permite formular, reformular o modificar ciertos sectores o contenidos específicos de los Planes Reguladores Comunales a través un procedimiento de aprobación más simplificado. Se diferencia del procedimiento de formulación completa de un Plan Regulador Comunal en razón de su contenido específico y de una participación ciudadana focalizada en los grupos o sectores directamente afectados. 

d. Enmiendas. 


Se introduce un procedimiento simplificado de aprobación de cambios menores a un Plan Regulador Comunal, llamados “Enmiendas”, mediante las cuales se pueden ajustar temas tales como condiciones de edificación, localización de equipamiento básico, y adecuación de las normas establecidas en los Planes Reguladores Comunales dentro de los márgenes que establezca la Ordenanza General y cuando hayan normas que se vean afectadas por modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcciones y a su Ordenanza General.

e. Planos de Detalle. 


El proyecto reemplaza los actuales Planos Seccionales por los denominados “Planos de Detalle”, los cuales están destinados a precisar con detalle sectores de un Plan Regulador Intercomunal o Comunal, sin modificarlos sustancialmente. Asimismo, establece la coordinación de los organismos públicos que correspondan en su proceso de elaboración y aprobación. 

f. Plan de Diseño Urbano.


El proyecto de ley crea una nueva herramienta de planificación de nivel comunal, que permite establecer normas generales o específicas de diseño arquitectónico para las edificaciones y/o para el espacio público de un determinado sector de la comuna cuando sea considerado de interés comunal.


Estos Planes de Diseño Urbano están orientados a incorporar a la Ley atribuciones locales para regular el diseño del espacio público, pudiendo establecer normas en función de distintas temáticas de interés comunal, tales como la conservación patrimonial, distritos cívicos y comerciales, normas sobre seguridad ciudadana, accesibilidad para discapacitados, diseño arquitectónico de barrios de interés, etc.

6. Creación de instrumentos condicionados de planificación urbanística.

El proyecto de Ley incorpora el concepto de “Planificación por Condiciones”, como alternativa a la “Planificación por Zonificación”. A través de ella, los instrumentos de planificación urbanística, podrán regular las condiciones de desarrollo de los distintos usos del suelo urbano, en vez de establecer zonas de usos exclusivos, posibilitando con ello sectores más integrados.

Este proyecto de ley aborda la “Planificación por Condiciones” para la creación de nuevas áreas urbanas mediante dos mecanismo: las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y las Áreas de Extensión Urbana Condicionada.

Estos instrumentos permiten establecer directamente la vinculación entre la planificación del suelo urbano y su desarrollo, mediante compensaciones urbanísticas y obras de mitigación que resuelvan los impactos sobre los sistemas de transporte y el medioambiente, asegurando con ello la debida integración territorial y social de nuevas áreas urbanas. Con este sistema, se busca corregir el deficiente desarrollo urbano generado por la exclusiva aplicación de límites urbanos y áreas de extensión urbana sin condiciones. Asimismo, se busca una mayor flexibilidad en la regulación del suelo urbano, la creación de áreas integradas urbanísticamente y la incorporación de la gestión privada a la creación y provisión de áreas urbanas con mayores estándares de equipamientos y diseño integral.

Este sistema, similar a otros ya utilizados en países en desarrollo, permite un mayor ajuste a las reales demandas de cada ciudad, evita las discriminaciones creada por la zonificación excluyente y obliga a los promotores a internalizar los costos urbanos de sus decisiones de desarrollo y localización, propendiendo a guiar el desarrollo urbano hacia zonas más aptas desde el punto de vista ambiental, urbano y de transporte.

El proyecto contempla una activa participación de los organismos públicos competentes, encargados de fiscalizar el debido cumplimiento de las condiciones establecidas y la adecuada mitigación de los eventuales impactos negativos de las nuevas áreas urbanas.

g. Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y sus Planes Maestros de Desarrollo Urbano. 


Las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado son un nuevo instrumento de planificación urbanística que permite crear un nuevo sector urbano integral. Este mecanismo de tipo flexible está orientado a regular el crecimiento urbano mediante el cumplimiento de elevados estándares de diseño urbano, integración social, y obras de mitigación ambiental y de transporte.


La regulación del crecimiento urbano mediante este nuevo mecanismo será de competencia regional, normado por un Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, un Regulador Intercomunal o Metropolitano, conforme a los parámetros fijados por esta Ley. Esta Ley fijará los contenidos de estos planes, pero las regiones adecuarán sus estándares a su propia realidad, quedando la aprobación final de cada nueva área dentro de la competencia comunal. 


Para asegurar la calidad y sustentabilidad de estas nuevas áreas urbanas, los Planes Regionales de Desarrollo Urbanístico y los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos establecerán las áreas de restricción donde se requieran estudios y autorizaciones especiales y fijarán las condiciones referidas al cumplimiento de ciertos factores: superficies mínimas de las nuevas áreas urbanas, porcentajes de parques y zonas de equipamientos urbanos con compromisos de construcción, porcentajes de superficies destinadas a usos de suelo que generen mayores fuentes de empleos y porcentajes mínimos obligatorios de provisión de viviendas sociales y viviendas sujetas a subsidio del Estado, que aseguren acceso igualitario al suelo urbano. 


Las áreas de desarrollo urbano condicionado serán planificadas y desarrolladas a través de “Planes Maestros de Desarrollo Urbano”, de iniciativa privada, que definirán las nuevas áreas urbanas, sus normas y la programación de las distintas etapas de desarrollo con el cumplimiento de las obligaciones. La planificación de estas áreas pasará automáticamente a formar parte del Plan Regulador Comunal, definiendo con ello la vialidad y áreas verdes declaradas de utilidad pública.  


Con este proyecto se elevan los estándares de equipamientos y áreas verdes, ya que de forma adicional al cumplimiento de construcción de los equipamientos y parques urbanos definidos por el Plan Maestro de cada Área de Desarrollo Urbano Condicionado, todo proyecto de construcción en su interior deberá cumplir con las cesiones públicas de áreas verdes y equipamientos establecidos hoy en la Ley.


Como una forma de evitar procesos de especulación o incumplimientos de mitigaciones, se establece la caducidad automática de estas áreas una vez vencidos plazos fijados por la ley para el inicio de obras y construcciones. Una vez iniciado el desarrollo, la Ley también prohíbe iniciar nuevas etapas si no se ha cumplido con las obligaciones de la anterior etapa de desarrollo. 

h. Áreas de Extensión Urbana Condicionada y sus Proyectos Urbano Condicionado.


Las Áreas de Extensión Urbana Condicionada son una forma de expansión condicionada de un área urbana existente, en la cual sólo podrán desarrollarse Proyectos Urbanos Condicionados. Los Proyectos Urbanos Condicionados deberán ser autosuficientes en cuanto a infraestructura, equipamiento y servicios en relación a la población y actividades que se emplacen en ella y deberán mitigar los impactos negativos que se generen sobre el territorio.


Los Proyectos Urbanos Condicionados son proyectos de construcción simultánea, donde urbanización y edificación se aprueban y materializan en conjunto. Estos proyectos buscan resolver las necesidades de escala intermedia de las ciudades, generando barrios y conjuntos integrados adecuadamente a la ciudad y responsables por la mitigación de los impactos negativos que generen sobre el territorio.


Las condiciones de los Proyectos Urbanos Condicionados son establecidas en los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos conforme a las disposiciones de la Ley y su Ordenanza. Entre las materias que regulan, los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos deben establecer superficies mínimas y máximas para este tipo de proyectos y la delimitación de las áreas de extensión para su emplazamiento.


Para su materialización, los Proyectos Urbanos Condicionados deberán contar con un informe técnico previo del Asesor Urbanista o, en caso de no existir, del Director de Obras Municipales y con el permiso de construcción otorgado por el Director de Obras Municipales respectivo. Éste deberá ser otorgado si el proyecto cumple con las condiciones establecidas en la Ley, su Ordenanza General y los Instrumentos de Planificación Urbanística. 

7. Perfecciona las normas sobre subdivisión y construcción en el territorio rural.

En este proyecto se prohíbe la urbanización fuera de los límites urbanos y se regulan aquéllas acciones del ámbito rural que tienen por objeto la subdivisión y construcción de aquellas actividades complementarias y propias del área rural, tales como las viviendas de los propietarios de los terrenos, la dotación de equipamiento o infraestructura del sector rural, la construcción de instalaciones propias de actividades agropecuarias, pesqueras, mineras o de infraestructura, las viviendas destinadas a complementar dichas instalaciones y de conjuntos de vivienda social que constituyan villorrios rurales. 

A este respecto, el proyecto propone normas relativas a las siguientes materias:

a)
Se establece que las subdivisiones prediales de más de dos hectáreas sólo requerirán su registro en la Dirección de Obras Municipales correspondiente.

b)
Se establecen aquéllas subdivisiones que no estarán sujetas a las subdivisiones mínimas a fin de permitir el adecuado desarrollo de las actividades y asentamientos rurales.

c)
Se establece que todas las construcciones en las áreas rurales deberán contar con permiso de construcción, el que será otorgado por el Director de Obras Municipales correspondiente.

d)
Se establecen normas respecto de las subdivisiones y construcciones que podrán efectuarse en el área rural, en las áreas de uso preferentemente agrícola se requerirá previamente del informe de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.

e)
Dado lo anterior, se derogan expresamente las disposiciones del Decreto Ley Nº 3.516 sobre parcelaciones rústicas, comúnmente llamadas “parcelas de agrado”. 

f)
Para las parcelaciones aprobadas en virtud del D.L. 3.516 ya existentes en el área rural y cuya superficie sea inferior a dos hectáreas, se condiciona el permiso de subdivisión o de edificación a la dotación de infraestructura vial, de agua potable, de evacuación de aguas servidas y de electricidad, de acuerdo a los estándares que establecerá la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

En conclusión, el presente proyecto de ley busca modernizar sustantivamente nuestros instrumentos de planificación y regulación urbana en el territorio, generando un nuevo marco para la coordinación multisectorial y la descentralización de la gestión y planificación urbanística. En tal sentido, el proyecto constituye un aporte modernizador a una gestión efectiva del desarrollo urbano del territorio, con implicancias directas en la eficiencia urbana, en la integración del desarrollo de los asentamientos humanos, en la concertación de recursos para el mejoramiento urbano y de las condiciones de vida en las ciudades y el territorio en general.

En mérito de lo anterior, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

"ARTÍCULO 1º.-
Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, según se señala a continuación:


1)
Reemplázase en el Artículo 1º, la expresión “relativas a la planificación urbana, urbanización y construcción” por “relativas a planificación urbanística, división del suelo y construcción, entendiéndose por ésta última las obras de edificación o de urbanización”. 


2)
Modifícase el Artículo 2º, en el siguiente sentido:



a)
En el párrafo denominado “La Ley General”, reemplázase la expresión “planificación urbana, urbanización y construcción” por “planificación urbanística, división del suelo y construcción”.



b)
Reemplázase el párrafo referido a la Ordenanza General por el siguiente:




“La Ordenanza General, reglamenta la presente Ley y regula los procedimientos administrativos y demás condiciones necesarias para la aplicación de esta Ley, incluyendo los estándares técnicos de diseño y construcción. La Ordenanza General establecerá los parámetros y normas específicas para la elaboración, aprobación y aplicación de los distintos tipos de instrumentos de planificación urbanística, incluidos los procedimientos administrativos para los pronunciamientos de los organismos que, de acuerdo a sus competencias, deben ser consultados o participen en su elaboración o aprobación. Asimismo, la Ordenanza General velará por que exista una adecuada concordancia entre las distintas normas reglamentarias que regulan materias relacionadas con esta Ley.”.


3)
Modifícase el Artículo 3º en la siguiente forma:



a)
Reemplázase el inciso tercero por los siguientes: 




“La modificación que se introduzca a la Ordenanza General de esta Ley, deberá ser suscrita, además del Ministero de Vivienda y Urbanismo, por el o los ministros sectoriales que corresponda, si se afectaren sus competencias con dicho cambio.




Para la elaboración de las modificaciones a la  referida Ordenanza General, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá consultar previamente a las instituciones públicas y privadas relacionadas con las materias de esta Ley, de acuerdo al procedimiento establecido en la Ordenanza General. El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá llevar un registro público de las observaciones y proposiciones escritas que reciba.”.



b)
Elimínase el inciso cuarto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser cuarto y quinto, respectivamente. 



c)
Agrégase en el actual inciso quinto, la expresión “, sin perjuicio de las competencias de otros organismos públicos.” a continuación de la palabra “Pavimentación”.



d)
Reemplázase en el actual inciso sexto la expresión “los dos últimos incisos precedentes” por la expresión “el inciso precedente.”.


4)
Reemplázase en el Artículo 5º, la expresión “planificación urbana, urbanización y construcción” por “planificación urbanística, división del suelo y construcción.”.


5)
Agrégase, al artículo 7° a continuación de la palabra “Urbanismo”, la siguiente frase: “el Decreto con Fuerza de Ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas.”.


6)
Agrégase a continuación del Artículo 15º, el siguiente artículo 15º Bis, nuevo:



“Artículo 15º Bis.- Las municipalidades y demás organismos públicos no podrán formular a los interesados que presenten una solicitud de cualquiera de las acciones a que se refiere la presente Ley, exigencias de pagos, ejecución de obras, garantías, aportes o contribuciones en dinero o especies, ni exigencias de documentos que no estén expresamente contempladas en esta Ley, en su Ordenanza General o en otras leyes especiales.“.


7)
Reemplázase la denominación del Título II y el artículo 27º, incluidos los acápites correspondientes, por el siguiente:

“TÍTULO II

De la Planificación Urbanística

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales



Artículo 27º.- Se entenderá por planificación urbanística el proceso a través del cual se orienta, fomenta y regula, el desarrollo de las construcciones y la división del suelo en todo territorio en los aspectos a que se refieren los artículos 1° y 2°, de la presente ley, en concordancia con las políticas y planes de desarrollo regional y comunal, definidas en su propio ámbito de acción por el Gobierno Regional y la municipalidad respectiva.



La planificación urbanística se realizará en forma descentralizada, a través de los instrumentos de planificación urbanística que determina esta Ley.



Los órganos del Estado, las municipalidades, y las empresas de servicios públicos deberán, a requerimiento de los órganos responsables de los distintos niveles de planificación urbanística, proporcionar la información necesaria para lograr una adecuada coordinación en la elaboración, actualización y aplicación de dichos instrumentos.



Las disposiciones de los instrumentos de planificación urbanística serán obligatorias para las personas naturales y personas jurídicas, públicas o privadas.”.


8)
Intercálanse, a continuación del artículo 27º, los siguientes artículos 27º Bis, 27º Bis A y 27º Bis B, nuevos:



“Artículo 27º Bis.- La presente Ley y su Ordenanza General determinarán las disposiciones que deberán establecer los instrumentos de planificación urbanística y se entenderán inmediatamente incorporadas en ellos.



Las construcciones y división de suelo en las áreas no reguladas por los instrumentos de planificación urbanística se regirán por las normas de esta Ley y su Ordenanza General.



Artículo 27º Bis A.- Para los efectos de esta Ley, el territorio en el cual se desarrollara la planificación urbanística se compone de:



-
Área Urbana



-
Área Rural



Se entenderá por área urbana aquella que se desarrollan al interior de los límites urbanos o de extensión urbana destinada a concentrar las principales actividades urbanas y el funcionamiento de los asentamientos humanos.



Se entenderá por área rural aquella fuera de los límites urbanos o de extensión urbana destinada principalmente a las actividades rurales y usos complementarios a ella.



La fijación de los límites de las áreas urbanas y la delimitación, cuando corresponda, de zonas al interior del área urbana y del área rural, serán establecidas en los instrumentos de planificación urbanística de acuerdo a las disposiciones de esta Ley y de su Ordenanza General.



Artículo 27º Bis B.- La planificación urbanística podrá efectuarse mediante las siguientes modalidades, susceptibles de ser combinadas:



1. 
Por zonificación, cuando se establezcan normas y designación de usos de suelo aplicables a áreas o zonas localizadas geográficamente.



2. 
Por condiciones, cuando se establezcan condiciones de emplazamiento, requisitos y estándares a cumplir, en función de las características de los distintos tipos de usos de suelo, actividades y proyectos, según corresponda.



Ambas modalidades de planificación deberán sujetarse a las características, condiciones y requisitos de aplicación establecidos en la presente Ley y su Ordenanza General.”.


9)
Reemplázanse la denominación del Capítulo II, del Titulo II, y el artículo 28º, por los siguientes:

“CAPÍTULO II

De los Instrumentos de Planificación Urbanística



Artículo 28º.- La planificación urbanística se efectuará en todo el territorio nacional, y deberá ser concordante con las políticas y planes de desarrollo establecidas por los distintos niveles de la administración del Estado: Nacional, Regional, y Comunal; y se expresará respectivamente a través de una Política Nacional de Planificación Urbanística y de los siguientes instrumentos de planificación urbanística: Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, y Plan Regulador Comunal.



Asimismo, complementariamente, podrán existir, en los casos que señala esta Ley, Planes Seccionales, Planes de Diseño Urbano y Planes Maestros de Desarrollo Urbano, y sus Planos de Detalle.



Cada instrumento de planificación tendrá un ámbito de competencia propio, en atención al área geográfica que abarca y a las materias que trata, conforme a las disposiciones de este Título y de la Ordenanza General; y sus disposiciones deberán ser respetadas e incorporadas por los instrumentos de nivel inferior. La jerarquía entre los instrumentos de planificación urbanísticos será la siguiente: Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda, y Plan Regulador Comunal.



Los instrumentos de planificación urbanística podrán establecer disposiciones supletorias sobre las materias propias de instrumentos no elaborados de otros niveles territoriales, las que quedarán sin efecto al momento de la aprobación del instrumento faltante. Las normas supletorias no serán imperativas para el nuevo instrumento.



Cuando las disposiciones contenidas en los instrumentos de nivel mayor, en el ámbito que les es propio, constituyan alteraciones a las disposiciones de un instrumento de nivel menor, se entenderán automáticamente incorporadas a éstos.”.


10)
Intercálanse, a continuación del artículo 28º, los siguientes artículos 28º Bis, 28º Bis A, 28º Bis B y 28º Bis C, nuevos:



“Artículo 28º Bis.- La Ordenanza General podrá establecer exigencias diferenciadas respecto de los contenidos mínimos de cada una de los documentos que componen un instrumento de planificación urbanístico para su elaboración o modificación en función de las distintas características y niveles de desarrollo regional, intercomunal  o comunal. 



Artículo 28º Bis A.- Durante el proceso de elaboración de los instrumentos de planificación urbanística, como sus modificaciones, se deberán considerar procesos de participación ciudadana en la forma que señale la Ordenanza General, sin perjuicio de otras formas de participación que puedan establecer otras leyes especiales. Se deberá mantener a disposición de cualquier interesado los antecedentes que conformen un proyecto de instrumento de planificación urbanística, tanto aquellos vinculados a las instancias anteriores a su aprobación como de aquel que finalmente fuere aprobado. 



Asimismo, el organismo encargado de la elaboración del instrumento deberá requerir del informe previo de los distintos organismos de la administración del Estado con competencias en la materia, cuya respuesta deberá ser considerada en la elaboración del respectivo instrumento de planificación urbanístico. Además, deberá mantener un registro de acceso público en que consten las observaciones escritas e informes formulados y las respuestas escritas a dichas observaciones emitidas por el organismo público correspondiente. 



Artículo 28º Bis B.- Cuando se requiera efectuar modificaciones a los instrumentos de planificación urbanística referidas a la totalidad o parte del territorio regulado y a todas o sólo algunas de las temáticas y contenidos propios del instrumento, el procedimiento de modificación será idéntico al de aprobación del instrumento que se modifica, con excepción de lo previsto en los artículos 43º Bis y 43º Bis A de esta Ley.



Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación urbanístico, deberán publicarse en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza, cuando la contengan. En el caso del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, se publicará la resolución promulgada por el Intendente respectivo. Los planos y la Ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la Secretaría Regional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respectiva, en el Gobierno Regional y en las municipalidades correspondientes. Tratándose del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, se archivará la Memoria y los Planos respectivos en los organismos señalados en este artículo.



Artículo 28º Bis C.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, en los casos que sea necesario detallar o precisar los trazados y delimitaciones de zonas establecidas en los instrumentos de planificación urbanística, podrán elaborarse Planos de Detalle. Los Planos de Detalle serán elaborados por el mismo organismo público encargado de la elaboración del instrumento que se detalla y aprobados por el Gobierno Regional o la municipalidad según corresponda, previo informe de los organismos públicos competentes, de conformidad con el procedimiento establecido en la Ordenanza General. Los organismos públicos consultados deberán emitir sus pronunciamientos en un plazo de 30 días desde la fecha en que reciban la consulta respectiva. En el evento que no se pronuncien en dicho plazo, se entenderá que aprueban la propuesta de Plano de Detalle.”. 


11)
Reemplázase el título del Párrafo 1º, del Capítulo II, del Título II, por el siguiente: “De la Planificación Nacional Urbanística”.


12)
Reemplázase la denominación del Párrafo 2º, del Capítulo II, del Título II y los artículos 30º al 33º inclusive, incluidos los acápites correspondientes, por los siguientes:

“PÁRRAFO 2º.- De la Planificación Regional de Desarrollo
Urbanístico



Artículo 30º.- Se entenderá por Planificación Regional de Desarrollo Urbanístico aquella que orienta, fomenta y regula el desarrollo de las construcciones y división del suelo en el territorio de la región, en concordancia con las políticas y planes de desarrollo definidos por el Gobierno Regional y las políticas y planes de los distintos órganos de la administración del Estado, con competencias en estas materias. 



Artículo 31º.- El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico fijará lineamientos orientadores y condiciones para la estructuración y utilización urbana del territorio regional, el sistema de centros poblados y sus relaciones, y para la formulación de los instrumentos de planificación urbanística de nivel intercomunal o metropolitano, según sea el caso y comunal, en conformidad a lo que establezcan los distintos organismos de la administración del Estado con competencias en la materia.



El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico deberá identificar y/o establecer:



1)
Los centros poblados existentes. 



2)
Las zonas de restricción por riesgo.



3)
Las zonas de protección del patrimonio arqueológico-cultural.



4)
La infraestructura existente.



5)
Las áreas de protección y conservación de recursos naturales que, comprenderán las unidades que integran el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, las Zonas Húmedas declaradas de Importancia Internacional y las unidades de conservación que se creen en virtud de lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley N° 19.300, todas las cuales se regirán exclusivamente por las normas que se establezcan en sus respectivos planes de manejo o en el instrumento que las creó. Cuando la autoridad competente cree un área de las señaladas precedentemente, la misma se entenderá automáticamente incorporada a los instrumentos de planificación correspondientes.



6)
Las áreas de uso preferente agrícola, que serán definidas a proposición del Secretario Regional Ministerial de Agricultura correspondiente, teniendo en consideración los siguientes parámetros: políticas agrícolas nacionales y regionales, demanda interna y externa por productos agrícolas, capacidad de uso de los suelos, productividad y diversificación productiva de los mismos; condiciones climáticas; disponibilidad y calidad de las aguas de riego; ausencia de actividades contaminantes; inversiones efectuadas por los particulares y por el Estado en el sector, infraestructura productiva y vial existente y desarrollo tecnológico productivo existente.  



7)
Las condiciones relativas a la ejecución de estudios específicos para el desarrollo de las actividades, que de acuerdo a esta Ley, podrán emplazarse en dichas zonas y áreas, cuando éstos se requieran.



8)
Las condiciones para el emplazamiento de las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado conforme a lo establecido en el artículo 55º Bis de esta Ley. 



9)
Las condiciones para la localización de los accesos a los Bienes Nacionales de Uso Público, con excepción de los caminos públicos que se rigen por lo dispuesto por el Decreto con Fuerza de Ley N° 850 del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos.



La Ordenanza General establecerá los parámetros para la determinación de las zonas, áreas y condiciones antes mencionadas y los requisitos de utilización y emplazamiento de actividades en ellas, previa consulta a los organismos públicos involucrados en cada caso, cuya respuesta deberá ser considerada en las disposiciones correspondientes de la Ordenanza General.



Artículo 32º.- La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo actuará como Secretaría Técnica para la elaboración de la propuesta del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, con la participación de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Bienes Nacionales, Obras Públicas y Transportes y Telecomunicaciones, Planificación y Cooperación, la Comisión  Nacional del Medio Ambiente, y de los demás órganos de la administración del Estado con competencia en la materia. Asimismo, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá consultar a las municipalidades cuyas comunas se emplacen en la región respectiva. Las municipalidades y demás organismos públicos consultados deberán emitir sus pronunciamientos en un plazo de 30 días desde la fecha en que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo les consulte, los que deberán ser considerados y debidamente ponderados en la elaboración de la propuesta del Plan Regional de Desarrollo Urbanístico respectivo. En el evento que no se pronuncien dentro de dicho plazo, se entenderá que aprueban la propuesta de dicha Secretaría Regional Ministerial. En la eventualidad que existan discrepancias entre los organismos públicos consultados y la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, el Intendente deberá resolver sobre estas discrepancias previo al envío de la propuesta al Gobierno Regional para su aprobación.



El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico estará compuesto por los siguientes documentos:



1)
Una Memoria, que contendrá:




a.
Diagnóstico.




b.
Objetivos y Metas.



2)
Una Ordenanza, que contendrá las condiciones relativas a los aspectos que en esta Ley se indican.



3)
Los Planos que corresponda.



Artículo 33º.- Una vez elaborado el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo lo remitirá al Gobierno Regional para su aprobación. El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico será aprobado por el Consejo Regional respectivo y promulgado por el Intendente. 



El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico deberá ser evaluado y actualizado al menos cada 10 años.".


13)
Reemplázase el título del Párrafo 3º del Capítulo II del Título II por el siguiente: ”De la Planificación Urbanística Intercomunal”.


14)
Modifícase el artículo 34º en la siguiente forma:



a)
Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:




“Se entenderá por Planificación Urbanística Intercomunal aquella que orienta, fomenta y regula el desarrollo de las construcciones y división de suelo en las áreas urbanas y rurales de dos o más comunas, o de parte de ellas, que por sus relaciones se integran en una unidad urbana.”.



b)
Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:




“La Planificación Urbanística Intercomunal se realizará por medio del Plan Regulador Intercomunal o del Plan Regulador Metropolitano, en su caso, los que deberán respetar las condiciones establecidas en el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico.”.



c)
Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:




“El Plan Regulador Intercomunal y el Plan Regulador Metropolitano, en su caso, incluirán en las áreas urbanas, disposiciones normativas y relativas a:




1)
Los límites de extensión urbana, para los efectos de diferenciar el área urbana y de extensión urbana del resto del territorio, que se denominará área rural, con sus respectivas normas. Podrán existir indistintamente a las áreas de extensión urbana, “áreas de extensión urbana condicionada” para la localización de Proyectos Urbanos Condicionados. En estos territorios, este instrumento de planificación urbano territorial deberá establecer disposiciones relativas a la vialidad estructurante, las áreas de riesgo y de protección y condiciones de superficies mínimas y máximas en las cuales se podrán materializar los Proyectos Urbanos Condicionados. Dichas superficies no podrán ser inferiores a 5 hectáreas ni superiores a 50 hectáreas. Con todo, cuando se trate de Proyectos Urbanos Condicionados destinados a viviendas sociales, la superficie mínima será de 5 hectáreas, aún cuando el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano establezca superficies mayores.




2)
La determinación de relaciones viales, mediante el trazado de vías expresas y troncales.




3)
La fijación de densidades promedio, preferentemente diferenciadas por comuna, para la elaboración o modificación de los Planes Reguladores Comunales.




4)
La determinación de áreas verdes de nivel intercomunal.




5)
Las condiciones para la localización de infraestructura de nivel intercomunal y la protección de los distintos tipos de infraestructura existentes.




6)
Las condiciones para la localización de industrias molestas.




7)
La determinación de las áreas de riesgo, de protección ambiental y recursos naturales y, del patrimonio cultural.




Asimismo, en el área rural deberá definir:




1)
El límite del territorio normado por el Plan.




2)
Las condiciones para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado de conformidad a lo señalado en el artículo 55º Bis de esta Ley. 




3)
Las condiciones para la localización de industrias peligrosas, dañinas y molestas.




4)
Las áreas de uso preferente agrícola, las zonas de protección de los distintos tipos de infraestructura existentes, de conservación de recursos naturales y de restricción por riesgo que se encuentren establecidas en el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico de conformidad a lo preceptuado en el artículo 31º de esta Ley o, la definición de éstas áreas o zonas cuando no se encuentren establecidas en dicho Plan Regional.




5)
Las condiciones para la localización de los accesos a los Bienes Nacionales de Uso Público, con excepción de los caminos públicos, los que se rigen por lo dispuesto por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos.




6)
La determinación de las áreas de protección del patrimonio cultural.”.


15)
Modifíquese el artículo 35° de la siguiente forma:



a)
Reemplázase en el enunciado del inciso primero el vocablo “de” por la frase: “por los siguientes documentos”. 



b)
Sustitúyese la letra c) por la siguiente:




“c) Los planos que expresen gráficamente las disposiciones del Plan.”. 


16)
Modifícase el artículo 36, de la siguiente manera:



a)
Reemplázase en el inciso primero la expresión “e instituciones fiscales” por la siguiente: “y los órganos a que se refiere el artículo 32”.



b)
Sustitúyase en el inciso tercero, la expresión “organismos fiscales”, por la siguiente: “los órganos a que se refiere el artículo 32”.  


17)
Modifícase el artículo 37º en la siguiente forma:



“Artículo 37º.- Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos, según sea el caso, serán aprobados por el Consejo Regional respectivo y promulgados por el Intendente, y sus disposiciones, dentro de su ámbito de competencia, serán obligatorias en la elaboración de los Planes Reguladores Comunales.”.


18)
Elimínase el inciso segundo del artículo 38º.


19)
Reemplázase en la letra a) del artículo 39º, la expresión “Planificación Urbana Intercomunal” por “planificación urbanística intercomunal”.


20)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 40º la expresión “Planificación Urbana Intercomunal” por “planificación urbanística intercomunal”.


21)
Reemplázase el título del Párrafo 4º del Capítulo II del Título II por el siguiente: “De la Planificación Urbanística Comunal”.


22)
Sustitúyase el Artículo 41º por el siguiente:



“Artículo 41º.- Se entenderá por Planificación urbanística comunal aquella que orienta, fomenta y regula el desarrollo de las construcciones y división del suelo en el territorio comunal, en especial de sus centros poblados y sus sistemas de espacios públicos, la cual deberá ser concordante con el Plan de Desarrollo Comunal.



La planificación urbanística comunal se materializará por medio del Plan Regulador Comunal, el cual, atendidos los niveles de desarrollo de la comuna que se norma, podrá establecer algunas o la totalidad de las disposiciones que a continuación se indican, de conformidad a lo que determine la Ordenanza General:



1.
La estructuración del sistema de centros poblados y sus límites urbanos.



2.
En los casos en que no exista Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda, el Plan Regulador Comunal podrá fijar  los “límites de las Áreas de Extensión Urbana Condicionada” para la localización de los Proyectos Urbanos Condicionados. En estos territorios este instrumento de planificación urbanístico deberá establecer disposiciones relativas a la vialidad estructurante, las áreas de riesgo y de protección y condiciones de superficies mínimas y máximas en las cuales se podrán materializar los Proyectos Urbanos Condicionados. Dichas superficies no podrán ser inferiores a 5 hectáreas ni superiores a 50 hectáreas. Con todo cuando se trate de Proyectos Urbanos Condicionados destinados a viviendas sociales, la superficie mínima será de 5 hectáreas, aún cuando el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano establezca superficies mayores.



3.
Las disposiciones para la ocupación del territorio urbano comunal y/o a la zonificación de las diversas actividades que se desarrollen en él, incluido el subsuelo urbano, los estacionamientos, el equipamiento, las áreas verdes y demás disposiciones aplicables a las construcciones y al espacio urbano que determine la Ordenanza General.



4.
Los usos de suelo, las normas urbanísticas y demás aspectos urbanísticos aplicables a las zonas o subzonas del territorio comunal.



5.
Condiciones para la ocupación o zonificación de las áreas de riesgo y de protección, cuando existan estudios fundados.



6.
Jerarquización de la infraestructura vial estructurante del territorio urbano comunal, de las vías colectoras y de servicio y su relación con las vías expresas y troncales definidas en la planificación urbanística intercomunal.



7.
En el área rural, establecerá las condiciones, cuando no hubieren sido definidas en un instrumento de mayor jerarquía para:




7.1.
La localización de los accesos a los bienes nacionales de uso público;




7.2.
La localización de industrias peligrosas.”.


23)
Modifíquese el artículo 42°, de la siguiente forma:



a)
Reemplázase en el enunciado del inciso primero el vocablo “de” por la frase: “por los siguientes documentos”. 



b)
Agrégase a continuación del inciso segundo, el siguiente nuevo inciso: 




“La Ordenanza General podrá establecer exigencias diferenciadas respecto de los contenidos mínimos de cada uno de los documentos del Plan Regulador Comunal y sus modificaciones de conformidad a lo preceptuado en el artículo 28º Bis.”.


24)
Modifícase el artículo 43º en la siguiente forma:



a)
Elimínase del inciso séptimo la expresión “o de plan seccional”.



b)
Incorpóranse como nuevos incisos finales los siguientes: 




“Los Planes Reguladores Comunales deberán ser evaluados al menos cada 5 años y actualizados si fuera necesario.




Mediante la dictación de un decreto alcaldicio, se podrá fijar el texto refundido de la Memoria, Ordenanza Local, y Planos que contengan las modificaciones, planes seccionales o enmiendas realizadas al Plan Regulador Comunal.”.


25)
Agrégase el siguiente nuevo artículo 43º Bis:



“Artículo 43º Bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 28º Bis B, cuando se requiera efectuar modificaciones a los Planes Reguladores Comunales referidas sólo a una zona y a algunas de las materias que a continuación se indican, éstas se materializarán mediante la elaboración de Planes Seccionales, cuyo procedimiento de aprobación será el que se señala en el presente artículo.



Las materias de los Planes Reguladores Comunales que podrán ser modificadas a través de Planes Seccionales serán las siguientes:



1)
Reformular, formular o precisar normas urbanísticas consultadas por el Plan Regulador Comunal, de acuerdo a los parámetros que determine la Ordenanza General de esta Ley. Para modificar o establecer usos de suelo, los usos que se incorporen o modifiquen tendrán que estar permitidos en alguna de las zonas colindantes al área que se modifica.



2)
Desafectar la calidad de bienes nacionales de uso público.



3)
Incorporar o precisar  usos de suelo y normas urbanísticas del subsuelo urbano.



4)
Aumentar o disminuir, mediante estudios fundados, áreas afectas a riesgo o protección ambiental señaladas en los instrumentos de mayor jerarquía.



5)
Formular o modificar disposiciones relativas a las edificaciones que comuniquen inmuebles que se enfrenten en ambos costados sobre una vía pública y relativas a las edificaciones que comuniquen  inmuebles de distintos propietarios en subterráneos o sobre el nivel natural de terrenos.



6)
Declarar Zonas o Inmuebles de Conservación Histórica y reconocer las Zonas Típicas y Monumentos Históricos, con sus respectivas normas urbanísticas especiales. 



Los Planes Seccionales no podrán sobrepasar el 20% de la superficie del territorio normado durante la vigencia del Plan Regulador Comunal, pudiendo ejecutarse por una sola vez o en forma sucesiva en el tiempo.



El Plan Regulador Comunal podrá establecer las siguientes condiciones para la elaboración de Planes Seccionales: 



a)
Áreas geográficas o zonas no modificables mediante el procedimiento establecido para los Planes Seccionales.



b)
Porcentaje máximo de la superficie del territorio comunal que podrá modificarse mediante Plan Seccional, que no podrá ser superior al porcentaje señalado en el inciso anterior.



El Plan Seccional será elaborado por la municipalidad respectiva y propuesto al Concejo Municipal por el Alcalde, con informe del Asesor Urbanista señalando los fundamentos técnicos correspondientes, y se aprobará conforme al siguiente procedimiento:



1)
Informar a los vecinos afectados acerca de las principales características del Plan Seccional propuesto y de sus efectos. Deberá además incluir la fecha, lugar y plazos de exposición del proyecto, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General.



2)
Realizar una o más audiencias públicas en los barrios o sectores más afectados para exponer el proyecto a la comunidad, en la forma indicada en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



3)
Exponer el proyecto a la comunidad por un plazo de treinta días, con posterioridad a la o las audiencias públicas, y entrega de los antecedentes a las personas que lo requieran, a su costa.



4)
Los interesados podrán formular por escrito, las observaciones fundadas que estimen convenientes acerca del proyecto hasta quince días después de la exposición a que se refiere el número anterior.



5)
El Concejo Municipal, previo informe técnico que deberá elaborar el Asesor Urbanista, deberá pronunciarse fundadamente respecto de cada una de las observaciones o proposiciones formuladas por los interesados, pudiendo sólo rechazar o aceptar dichas propuestas u observaciones. Lo resuelto por el Concejo a su respecto deberá ser comunicado a los interesados por el Asesor Urbanista mediante carta certificada.



6)
El proyecto aprobado en forma preliminar será remitido, con todos sus antecedentes, a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva. Dicha Secretaría Ministerial dentro del plazo de treinta días, contado desde su recepción, revisará el proyecto y emitirá un informe sobre sus aspectos técnicos, debiendo cautelar que el Plan Seccional se ajuste al Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, al Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, y a las condiciones establecidas al respecto en el Plan Regulador Comunal. En el evento que la Secretaría Ministerial no se pronuncie en dicho plazo se entenderá que no tiene observaciones al proyecto de Plan Seccional. 



Si el proyecto no se ajustare al Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, al Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, y a las condiciones establecidas al respecto en el Plan Regulador Comunal, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá emitir un informe negativo y lo remitirá, conjuntamente con el proyecto y sus antecedentes, al municipio, el cual podrá modificar el proyecto para concordarlo con el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, con el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, y con las condiciones establecidas al respecto en el Plan Regulador Comunal. 



7)
Si el Plan Regulador Comunal hubiese fijado previamente las condiciones para la elaboración de Planes Seccionales, como asimismo en los casos contemplados en el inciso sexto del artículo 43, la  aprobación  definitiva del Plan Seccional corresponderá al Concejo Municipal y la dictación del respectivo decreto alcaldicio. En caso contrario, la aprobación definitiva corresponderá al Consejo Regional y será promulgado por resolución del intendente.



En el evento de que el informe de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo fuere negativo, el municipio podrá insistir en su proyecto. En este último caso remitirá el proyecto, con todos los antecedentes, incluido el informe negativo de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, al Gobierno Regional para que éste se pronuncie sobre los aspectos objetados.  En este caso, el pronunciamiento del Consejo Regional se hará sobre la base del informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial. El Consejo sólo podrá aprobar el proyecto mediante acuerdo fundado. Aprobado el proyecto de Plan Seccional en la forma establecida en este inciso, será promulgado por resolución del intendente.



8)
El decreto alcaldicio o la resolución del intendente, según corresponda, deberá ser publicado en el Diario Oficial, con las disposiciones contempladas en el respectivo instrumento.



Se mantendrán a disposición de cualquier interesado los antecedentes que conformen el proyecto de Plan Seccional en las instancias anteriores a su aprobación y los que finalmente fueren aprobados.  Los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 Bis B.”.


26)
Reemplázase el artículo 45º por el siguiente:



“Artículo 45º.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 43º Bis, las municipalidades podrán aprobar enmiendas a los Planes Reguladores Comunales cuando se trate de las materias que se indican a continuación, en cuyo caso regirá el procedimiento que se señala en el inciso siguiente:



1)
Localización del equipamiento básico en los barrios o sectores.



2)
Disposiciones varias relativas a las condiciones de edificación y urbanización dentro de los márgenes que establezca la Ordenanza General de esta Ley.



3)
Adecuaciones originadas por modificaciones a la presente Ley, su Ordenanza General o los instrumentos de nivel superior de acuerdo a los parámetros que establezca la Ordenanza General.



El proyecto de enmienda será elaborado por la municipalidad respectiva y propuesto al Concejo Municipal por el Alcalde, con informe del Asesor Urbanista señalando los fundamentos técnicos correspondientes, y se aprobarán conforme al siguiente procedimiento:



a)
Información a los vecinos afectados acerca de las principales características del proyecto de enmienda y sus efectos. Deberá, además, incluir la fecha y lugar de exposición del proyecto, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



b)
Exposición al público del proyecto de enmienda y entrega de los antecedentes a las personas que lo requieran, a su costa, durante un plazo no inferior a veinte días.



c)
Posibilidad para que cualquier persona pueda formular, por escrito, las observaciones e indicaciones que estime convenientes respecto del proyecto expuesto, desde el inicio de la exposición hasta quince días después de su fecha de término.



d)
Pronunciamiento fundado, por el Concejo Municipal, previo informe técnico del Asesor Urbanista, respecto de cada una de las observaciones o proposiciones formuladas por los interesados. Lo resuelto por el Concejo a su respecto deberá ser comunicado a los interesados por el Asesor Urbanista mediante carta certificada.



e)
El proyecto de enmienda aprobado será remitido, con todos sus antecedentes, a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva. Dicha secretaría ministerial dentro del plazo de quince días, contado desde su recepción, revisará el proyecto y emitirá un informe sobre sus aspectos técnicos, debiendo cautelar que la enmienda se ajuste al Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, al Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, si los hubiere. En el evento que no se pronuncie en dicho plazo, se entenderá que no tiene observaciones al proyecto de enmienda.



f)
Aprobación definitiva del proyecto de enmienda por el Concejo Municipal y dictación del decreto alcaldicio respectivo el cual deberá ser publicado en el Diario Oficial, con las disposiciones contempladas en la enmienda. 



Las enmiendas gozarán de un procedimiento expedito de aprobación, sin requerir informes favorables o aprobaciones de otros organismo públicos.



Los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 Bis B.”.


27)
Reemplázase el artículo 46º por el siguiente:



“Artículo 46º.- Para fijar normas de diseño urbano a un sector determinado de la comuna, las municipalidades, mediante Planes de Diseño Urbano, podrán establecer normas generales o específicas de diseño para las edificaciones, como para el espacio público que enfrentan, cuando se trate de sectores de interés comunal. 



Las normas de diseño urbano podrán definir disposiciones sobre el diseño arquitectónico de las edificaciones y del espacio público y los elementos que lo componen, conforme a lo establecido por la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.  



En los casos en que los Planes de Diseño Urbano establezcan normas que afecten la propiedad privada serán aprobados de acuerdo al procedimiento de Plan Seccional contemplado en el artículo 43º Bis de esta Ley.



Cuando los Planes de Diseño Urbano sólo establezcan normas de diseño para el espacio público serán aprobados de acuerdo al procedimiento de enmienda contemplado en el artículo 45º de esta Ley.”. 


28)
Sustitúyese el Artículo 47º, por el siguiente:



“Artículo 47º.- A solicitud de una municipalidad, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva podrá encargarse de la elaboración del Plan Regulador Comunal, el que deberá enviar a la municipalidad correspondiente para efectos de su aprobación de acuerdo al artículo 43º de esta Ley.”.


29)
Incorpórase, a continuación de la denominación del Capítulo III, del Título II, el siguiente nuevo párrafo: “PÁRRAFO 1°: De la fijación de límite urbano”.


30)
Intercálase a continuación del Artículo 54º el siguiente nuevo párrafo: “PÁRRAFO 2°: De las Áreas Urbanas Condicionadas”.


31)
Reemplázase el Artículo 55º por el siguiente: 



“Artículo 55º.-  Se entenderá por Área Urbana Condicionada aquella que establece vinculaciones directas entre la planificación de los usos del suelo urbano y la materialización de compensaciones urbanísticas y obras de mitigación que resuelvan los impactos sobre los sistemas de transporte y el medioambiente, asegurando con ello la debida integración de nuevas áreas urbanas.



La formación de Áreas Urbanas Condicionadas se realizarán mediante “Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado” y/o “Áreas de Extensión Urbana Condicionada”. 



Se entenderá por Área de Desarrollo Urbano Condicionado a un instrumento de planificación urbanística de iniciativa privada, orientado a la regulación y desarrollo integral de una nueva área urbana mediante compensaciones y mitigaciones que la hagan autosuficiente en cuanto a infraestructura, equipamiento y servicios en relación con la población y actividades que se emplacen en ella. Las condiciones para la localización, planificación y desarrollo de estas áreas estarán definidas previamente por un Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, un Regulador Intercomunal o Regulador Metropolitano, de conformidad a lo establecido en esta Ley.



Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 41º y 52º de esta Ley, se entenderá que toda nueva área urbana referida al inciso anterior quedará delimitada por un límite urbano, constituido por el perímetro del área consultada en el Área de Desarrollo Urbano Condicionado una vez que sea aprobada.



Se entenderá por Área de Extensión Urbana Condicionada a aquella área de extensión urbana definida por el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano en la cual sólo podrán emplazarse Proyectos Urbanos Condicionados. Los Proyectos Urbanos Condicionados se definen como  proyectos de construcción en el cual se ejecutan simultáneamente la urbanización y la edificación, y que deben mitigar los impactos negativos que se generen en el territorio.”.


32)
Agréganse los siguientes artículos 55º Bis, 55º Bis A, 55º Bis B, 55º Bis C, 55º Bis D y 55º Bis E nuevos:



“Artículo 55º Bis.- El Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, o el Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, establecerán las siguientes condiciones para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado:



a)
Superficie mínima del área, la que no podrá ser inferior a 100 hectáreas.



b)
Porcentaje mínimo de viviendas económicas de hasta un valor de 1000 unidades de fomento, cuyo valor será determinado aplicando el mismo procedimiento establecido en el D.L. Nº2.552 de 1979, para ser adquiridas con aplicación del subsidio habitacional, y un porcentaje mínimo de viviendas calificadas sociales de acuerdo al D.L. 2.552 de 1979, las que podrán ser incrementadas hasta en un 30% de su valor, estén o no acogidas a Régimen de Copropiedad Inmobiliaria.



Con todo, dicho porcentaje no podrá ser inferior al 20% del total de las viviendas proyectadas en el Área de Desarrollo Urbano Condicionado, debiendo incluir en dicho porcentaje a lo menos un 5% del total de las viviendas proyectadas en el Área de Desarrollo Urbano Condicionado destinadas a viviendas sociales.



c)
Porcentaje mínimo de su superficie que se deberá destinar a actividades generadoras de empleo, cuyo uso de suelo deberá corresponder a actividades productivas y/o equipamiento de comercio o servicios.



d)
Porcentajes mínimos de superficies destinadas a equipamientos de salud, educación, seguridad y áreas verdes para parques de uso público.



Con todo, dicho porcentaje no podrá ser inferior al 10% del Área de Desarrollo Urbano Condicionado.  



e)
Rangos de densidades promedio de estas áreas.



Los interesados que presenten proyectos de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado deberán cumplir con los siguientes requisitos: 



1)
Ser propietarios de los predios en que se emplazará el proyecto o de no serlo, contar con su consentimiento expreso.



2)
Cumplir con las condiciones de las zonas de restricción y reserva, de protección del patrimonio cultural, de las zonas protegidas por otras leyes y con las condiciones de acceso a los bienes nacionales de uso público establecidas en los instrumentos de planificación urbanística y con las condiciones establecidas para estas áreas por los Planes Regionales de Desarrollo Urbanístico o Reguladores Intercomunales o Metropolitano, según corresponda, y con las demás disposiciones establecidas por otras Leyes y sus reglamentos y disposiciones administrativas que las ejecuten, la presente Ley y su Ordenanza General.



3)
Cumplir con los porcentajes mínimos de superficies destinadas a equipamientos de salud, educación, seguridad y áreas verdes para parques de uso público que se establezcan en el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico o en el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda; los cuales deberán construirse en la respectiva etapa definida en el Plan Maestro de Desarrollo Urbano Condicionado , de conformidad a los estándares que establezca la Ordenanza General.



La obligación establecida en este numeral no podrá ser imputada a las exigencias de cesiones establecidas en el artículo 70º de esta Ley para cada uno de los proyectos que posteriormente se materialicen en estas áreas. 



4)
Cumplir con los porcentajes mínimos de viviendas económicas y sociales que establezca el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico o el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según corresponda. Estas viviendas deberán ser construidas en las diversas etapas de desarrollo del área, de conformidad al plan de inversiones que se determine en el Plan Maestro de Desarrollo Urbano.



5)
Proveer a los usuarios, en forma directa o a través de terceros, de la infraestructura necesaria y la dotación de los servicios básicos de agua potable, energía, evacuación y tratamiento de aguas servidas y sistema de aguas lluvias, y recolección y disposición de residuos sólidos domiciliarios y de los sistemas de transporte factibles, de conformidad a los proyectos previamente aprobados por los organismos competentes.



6)
Mitigar, cuando corresponda, los impactos negativos que se generen sobre el medio ambiente, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y sobre el sistema de transporte y la infraestructura en los territorios localizados fuera del Área de Desarrollo Urbano Condicionado.



Tratándose de aquellos impactos negativos que recaigan sobre el sistema de transporte y la infraestructura de territorios localizados fuera de las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado, dicha mitigación se realizará de acuerdo a las normas establecidas en el artículo 55º Bis E de esta Ley, en la Ordenanza General y en las reglamentaciones que establezcan los organismos públicos de acuerdo a sus competencias legales. 



7)
Ejecutar las obras de conexión con la infraestructura vial, de acuerdo al Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos.



8)
Establecer una zona de baja intensidad urbana  al interior de la nueva área urbana que se constituye con el límite del área rural cuando ésta esté destinada a la producción agrícola, de acuerdo a los parámetros que establezca la Ordenanza General.



Artículo 55º Bis A.- La propuesta del Área de Desarrollo Urbano Condicionado, deberá ser previamente aprobada por el Concejo Municipal en cuyo territorio se emplace la propuesta, el que se pronunciará sobre la base de un Plan Maestro de Desarrollo Urbano preliminar de la respectiva Área de Desarrollo Urbano Condicionado, con el contenido mínimo que para estos efectos se establecen en la presente Ley. Asimismo, las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado que se emplacen en zonas declaradas en los instrumentos de planificación urbanística como de uso preferente agrícola, se requerirá el informe previo de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.



El Concejo Municipal se pronunciará en un plazo máximo de 90 días, previo informe técnico que deberá elaborar el Asesor Urbanista o, en caso de no existir, del Director de Obras Municipales, conjuntamente con el informe elaborado por la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.



Posteriormente, los interesados deberán presentar a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva un Plan Maestro de Desarrollo Urbano del Área de Desarrollo Urbano Condicionado.  



El Plan Maestro de Desarrollo Urbano estará compuesto de los siguientes documentos que constituirán un solo cuerpo legal:



1.
Una Memoria, que contendrá la propuesta de desarrollo e incluirá la definición del sistema de vialidad pública y áreas verdes públicas y de factibilidad de macroinfraestructura del área y un Plan de Inversiones que defina la ejecución de las diversas etapas de desarrollo de las destinaciones de equipamientos y de los porcentajes de viviendas económicas y de viviendas sociales establecidos en el respectivo instrumento de planificación urbanística de conformidad con lo señalado en el artículo 55 Bis de esta Ley. Los parámetros para la determinación de dichas etapas será definido en la Ordenanza General.



El plan de inversiones deberá contener una programación de ejecución de las obras de macroinfraestructura, equipamientos y viviendas para cada etapa del proyecto del Área de Desarrollo Urbano Condicionado y una programación de ejecución de las obras asociadas a las distintas etapas de conformidad a lo señalado en el artículo 55º Bis E de esta Ley. 



2.
Un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental de acuerdo a la Ley Nº19.300.



3.
Un Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura elaborado de conformidad al artículo 55º Bis E de esta Ley.



4.
Un Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Evacuación de Aguas Lluvias y cauces, cuya metodología  será establecida en la Ordenanza General de Urbanismo y construcciones mediante decreto firmado  por el Ministro de Vivienda Y Urbanismo y el Ministro de Obras Públicas.



5)
Una Ordenanza, que contendrá las disposiciones relativas a:




a)
Descripción del límite del Área de Desarrollo Urbano Condicionado,




b)
Las condiciones para la ocupación del territorio y/o a la zonificación de las diversas actividades que se desarrollen en él, incluido el subsuelo, los estacionamientos, el equipamiento, las áreas verdes públicas y demás disposiciones aplicables a las construcciones y al espacio urbano que determine la Ordenanza General,




c)
Los usos de suelo, las normas urbanísticas y demás aspectos urbanísticos aplicables a las zonas o subzonas del territorio,




d)
Condiciones para la ocupación o zonificación de las áreas de riesgo y de protección, cuando existan estudios fundados y,




e)
Jerarquización de la infraestructura vial estructurante y su relación con las vías expresas y troncales definidas en la planificación urbanística intercomunal.



6.
Los planos, que expresen gráficamente las disposiciones del plan. Asimismo, en los planos se deberá individualizar los terrenos que den cumplimiento a los porcentajes mínimos de superficies destinadas a equipamientos de salud, educación, seguridad y áreas verdes para parques de uso público que haya establecido el Plan Regional de Desarrollo Urbanístico, Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso.



La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva verificará el cumplimiento de las condiciones de esta Ley y de los instrumentos de planificación urbanística, debiendo informar al Concejo Municipal sobre su conformidad respecto del proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado en un plazo máximo de 150 días. En el evento que no se pronuncie en dicho plazo, el proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado se entenderá que no tiene observaciones. 



La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá requerir en forma previa a su pronunciamiento el informe de los demás organismos públicos competentes o la aprobación de los estudios correspondientes, los que deberán pronunciarse en un plazo máximo de 120 días, de acuerdo al procedimiento que establezca la Ordenanza General de esta Ley. En el evento que algún organismo no se pronuncie en el plazo establecido, se entenderá que dicho organismo no tiene observaciones al Proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado o que aprueba el estudio respectivo según corresponda. Las discrepancias  entre la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y los demás organismos regionales competentes, serán resueltas por el Intendente Regional, y de su resolución se dejará constancia en el informe que emita la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.

El Área de Desarrollo Urbano Condicionado será aprobada por acuerdo del Concejo Municipal. En el caso de que el Concejo rechace el proyecto de Área de Desarrollo Urbano Condicionado, dentro del plazo de 10 días desde que se le notifique, el interesado podrá recurrir al Consejo Regional, que deberá emitir su resolución en un plazo no superior a 60 días.



La resolución del Concejo Municipal o la del Consejo Regional, según sea el caso, que autoriza el Área de Desarrollo Urbano Condicionado caducará si al cabo de un año no se presentare la solicitud para el permiso municipal del proyecto de loteo de alguna de sus etapas, o si al cabo de dos años no se presenta la solicitud para el permiso de edificación respectivo de alguna de sus etapas e inicio de faenas de mitigación e infraestructuras propias del proyecto. La aprobación del Área de Desarrollo Urbano Condicionado será promulgada por decreto alcaldicio o resolución del Intendente una vez otorgado el permiso de construcción de alguna de las etapas. A partir de ese momento las normas contenidas en los Planes Maestros de las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado, pasarán automáticamente a formar parte del Plan Regulador Comunal respectivo y por lo tanto sus modificaciones se regirán de acuerdo a las disposiciones contempladas por esta Ley para las modificaciones de los Planes Reguladores Comunales.



Si en el tiempo que medie entre el acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional y la incorporación de las normas al Plan Regulador Comunal, mediante decreto alcaldicio o resolución del Intendente, fuese necesario introducir modificaciones al Área de Desarrollo Urbano Condicionado, éstas deberán ser aprobadas por el mismo órgano que haya dado la aprobación, previo informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo quien consultará a los órganos públicos que estime corresponda, en los mismos plazos establecidos en los incisos quinto y sexto del presente artículo. 



Artículo 55º Bis B.- Los interesados que presenten Proyectos Urbanos Condicionados deberán cumplir con las siguientes requisitos:



1)
Emplazarse dentro de los límites de las áreas de extensión urbana condicionada definida en el Plan Regulador Intercomunal o Plan Regulador Metropolitano, según sea el caso.



2)
Ceder los terrenos de conformidad con el artículo 70º de esta Ley, de acuerdo a los parámetros que establezca la Ordenanza General, y construcción de las obras respectivas. 



3)
Cumplir con las condiciones establecidas por el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso,  con las condiciones de las zonas de restricción y reserva y de las áreas de uso preferente agrícola que se definan en dichos instrumentos de planificación urbanística, con las disposiciones de las zonas protegidas por otras leyes, con las condiciones de acceso a los bienes nacionales de uso público y con las demás disposiciones de la presente Ley y su Ordenanza. 



4)
Proveer a los usuarios, en forma directa o a través de terceros, de la infraestructura necesaria para la dotación de los sistemas de transporte factibles y la dotación de los servicios básicos de agua potable, energía, evacuación y tratamiento de aguas servidas y sistema de aguas lluvias, y recolección y disposición de residuos sólidos domiciliarios, de conformidad a los proyectos previamente aprobados por los organismos competentes.



5)
Mitigar, cuando corresponda, los impactos negativos que se generen sobre el medio ambiente, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente y sobre el sistema de transporte y la infraestructura en los territorios localizados fuera del Proyecto Urbano Condicionado.



Tratándose de aquellos impactos negativos que recaigan sobre el sistema de transporte y la infraestructura de territorios localizados fuera del Proyecto Urbano Condicionado, las mitigaciones deberán realizarse de acuerdo a las normas establecidas en el artículo  55º Bis E de esta Ley, en la Ordenanza General y en las reglamentaciones que establezcan los organismos públicos competentes de acuerdo a sus competencias legales.



Artículo 55º Bis C.- Previo al ingreso a la Dirección de Obras Municipales, los Proyectos Urbanos Condicionados deberán contar con la aprobación del Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura correspondiente elaborado de conformidad al artículo 55º Bis E de esta Ley. El permiso de edificación  será otorgado por el Director de Obras Municipales respectivo, si la propuesta cumple los requisitos establecidos en la presente Ley, su Ordenanza General y por el Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano según corresponda. 



El Proyecto Urbano Condicionado, sólo podrá estar emplazado en el territorio de una comuna y pasará automáticamente a formar parte del Plan Regulador Comunal respectivo al momento de la recepción definitiva de las obras de construcción.



Artículo 55º Bis D.- Los proyectos de construcción que se desarrollen en las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y en los Proyectos Urbanos Condicionados deberán contar con permiso de edificación  y urbanización según corresponda y deberán cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 70º de la presente Ley y demás obligaciones de todo urbanizador. En casos calificados, y previa certificación del organismo competente, las exigencias de infraestructura y provisión de servicios básicos de dichos proyectos podrán cumplirse utilizando excedentes de la capacidad existente, siempre que éstos no estuvieren previstos para otros fines.



Los Municipios podrán suscribir convenios con los urbanizadores de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado a fin que éstos asuman temporalmente la mantención de los espacios públicos y la dotación de servicios en los mismos.



El cumplimiento de las condiciones establecidas para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado se materializará o garantizará por los interesados en la medida que se desarrollen sus diferentes etapas de acuerdo a las normas que establezca la Ordenanza General de esta Ley.



Asimismo, no podrán otorgarse permisos de edificación de una nueva etapa del Área de Desarrollo Urbano Condicionado si no se hubiere cumplido con la ejecución de las obras de equipamientos y viviendas establecidas en el Plan de Inversiones definido en el inciso cuarto del artículo 55 Bis A.



Los antecedentes completos que componen los proyectos de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y de Proyectos Urbanos Condicionados, al momento de presentarse para su aprobación y hasta que estos se materialicen, estarán disponibles para consulta de cualquier interesado.



Entre los antecedentes señalados en el inciso anterior se incluyen la totalidad de los pronunciamientos de las autoridades públicas involucradas en el proceso de aprobación, tanto del proyecto original como respecto de sus etapas y modificaciones.



Artículo 55º Bis E.- Las mitigaciones de los impactos que generen las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y los Proyectos Urbanos Condicionados en el sistema de transporte e infraestructura, se determinarán de acuerdo a un Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura, elaborado sobre la base de una metodología única y uniforme que considerará el número total de viviendas, estrato socioeconómico, localización del proyecto, metros cuadrados construidos por vivienda, valor del suelo, distancia del proyecto respecto de los centros urbanos consolidados, superficies destinadas a la actividad económica industrial, comercial y servicios.



La metodología a que se refiere el inciso anterior, deberá ser definida mediante un Reglamento dictado en conjunto por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, de Vivienda y Urbanismo y de Planificación y Cooperación, dentro de 90 días después de la fecha de su publicación de la presente Ley en el Diario Oficial.



A través del Estudio Estratégico de Impacto Sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura se definirá el plan de mitigaciones que identificará las obras de desarrollo asociadas a las distintas etapas del proyecto, determinando las soluciones de infraestructura vial y gestión de transporte asociadas al Área de Desarrollo Urbano Condicionado o al Proyecto Urbano Condicionado. 



El Estudio Estratégico de Impacto sobre el Sistema de Transporte e Infraestructura  deberá ser aprobado por la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones respectiva, la cual deberá remitirlo previamente a la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas para su revisión e informe favorable.



Los interesados que presenten proyectos para el desarrollo de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado y Proyectos Urbanos Condicionados deberán ejecutar a su costa y sobre la base de un proyecto aprobado por la Secretaría Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones, la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas respectiva o el organismo público competente, según corresponda, las soluciones de infraestructura y gestión de transporte, priorizadas en el plan de mitigaciones. Las obras que ejecuten los interesados deberán estar terminadas y aprobadas por la autoridad competente antes de la recepción definitiva del proyecto o de alguna de sus etapas, según corresponda. 



Como requisito para la recepción definitiva de los proyectos contemplados en las etapas del Plan Maestro de Desarrollo de las Areas de Desarrollo Urbano Condicionado, como asimismo de los Proyectos Urbano Condicionado emplazados en las Áreas de Extensión Urbana Condicionada, la  Dirección de Obras Municipales deberá exigir al interesado la presentación de un certificado emitido por la Secretaría Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones respectiva en que conste que han sido materializadas las obras establecidas en el plan de mitigaciones correspondiente a dicha etapa o al respectivo proyecto, en su caso.


33)
Intercálase a continuación del artículo 55º Bis E nuevo el siguiente  párrafo: “PÁRRAFO 3°: De las Construcciones y Subdivisiones en el Área Rural”.


34)
Sustitúyese el artículo 56º, por el siguiente:



“Artículo 56º.- En el área rural no será permitido abrir calles, subdividir para formar poblaciones ni levantar construcciones, con excepción de las contenidas en el presente artículo. Las autorizaciones para las subdivisiones y construcciones, que se podrán efectuar en el área rural, se sujetarán a las disposiciones establecidas en este artículo y en los instrumentos de planificación urbanística. La Ordenanza General de esta Ley, detallará las condiciones y características generales que deberán cumplir los anteproyectos, proyectos y obras de construcción, así como los procedimientos,  estándares técnicos, escalas y requisitos mínimos de urbanización que se exigirá en cada caso, según las situaciones que se indican a continuación:



1.
Las subdivisiones que se ejecuten en éstas áreas se sujetarán a las siguientes disposiciones:




1.1.
Cuando los predios resultantes tengan una superficie igual o superior a 2 hectáreas, requerirán del archivo del plano correspondiente en la Dirección de Obras Municipales y de su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces.




1.2.
La superficie predial mínima establecida en el numeral 1.1. anterior no será aplicable en los siguientes casos, siempre que se dé cumplimiento a las condiciones mínimas de urbanización que establezca la Ordenanza General:





a)
Las que efectúe el Servicio Agrícola y Ganadero para asignar o enajenar tierras provenientes del proceso de Reforma Agraria;





b)
Las que realice el Ministerio de Bienes Nacionales para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz o para otorgar títulos de dominio de acuerdo a las normas legales que rigen tales procesos;





c)
Las que se realicen con el objeto de anexar al predio vecino la porción segregada, siempre que la superficie que conserve el dueño del predio que se divide no sea inferior a 2 hectáreas;





d)
Las necesarias para construir tranques acumuladores o reguladores o para habilitar y poner en funcionamiento pozos profundos; 





e)
Las que ejecute el Ministerio de Obras Públicas para el cumplimiento de sus fines propios;





f)
Las que se lleven a cabo para transferir terrenos al Fisco, a las municipalidades y a los Gobiernos Regionales;





g)
Las que se efectúen para transferir a organizaciones comunitarias, deportivas y 





h)
Las necesarias para acogerse en forma individual al subsidio habitacional rural. 




El límite establecido en el inciso primero, será aplicable a la liquidación de sucesiones hereditarias.





Cuando se cumplan las condiciones señaladas en el presente numeral, sólo se requerirá del archivo del plano correspondiente ante la Dirección de Obras Municipales respectiva e inscrita en el Conservador de Bienes raíces.




1.3.
Cuando producto de una subdivisión se genere un predio resultante inferior a 2 hectáreas, dicha subdivisión será autorizada por la Dirección de Obras Municipales respectiva e inscrita en el Conservador de Bienes raíces. Su superficie mínima, localización y demás condiciones se regularán por las disposiciones de la Ordenanza General y de los instrumentos de planificación urbanística respectivos y deberá aprobarse con el propósito de destinar el predio resultante, inferior a 2 hectáreas, a alguno de los siguientes usos o actividades que se señalan en el presente numeral:





a)
Viviendas sociales destinadas a complementar actividades agrícolas, ganaderas, forestales, pesqueras y mineras, que no originen nuevas áreas urbanas y se ajusten a las normas de la Ordenanza General y a las del instrumento de planificación urbanístico respectivo.





b)
Para dotar al área rural de equipamiento o infraestructura, siempre que no constituyan fuentes contaminantes o de efectos adversos significativos  y medibles para la agricultura;





c)
Actividades productivas o extractivas y complementarias de ellas, siempre que ellas no constituyan fuentes contaminantes para la agricultura, y





d)
Otras construcciones e instalaciones que se contemplen en el instrumento de planificación urbanístico.





Toda subdivisión que se autorice en conformidad con el presente numeral habilitará al peticionario para realizar la construcción en el predio resultante que se autorice.



2.
Las construcciones que se ejecuten en el área rural sin mediar la subdivisión del predio, se sujetarán a las siguientes disposiciones y deberán ser autorizadas por la Dirección de Obras Municipales, con excepción de aquéllas incluidas en los incisos cuarto y quinto del Artículo 116º de la presente Ley y deberán estar destinadas a los siguientes usos y requisitos:




a)
Viviendas para el propietario del predio, las que no podrán ocupar una superficie superior al 5% del los mismo;




b)
Viviendas sociales para sus trabajadores;




c)
Construcciones necesarias para complementar la explotación agrícola, ganadera, forestal, pesquera y minera de los predios;




d)
Construcciones para establecer agroindustrias u otras actividades conexas o complementarias de la agricultura;




e)
Construcciones e instalaciones con fines turísticos no habitacionales, entendiendo por éstos aquellos que permiten a los visitantes el acceso a las áreas rurales y al paisaje natural;




f)
Construcciones para dotar al área rural de equipamiento e infraestructura, siempre que ellas no constituyan fuentes contaminantes para la agricultura, y 




g)
Otras construcciones e instalaciones que se contemplen en el instrumento de planificación urbano territorial.  




Las construcciones señaladas en los literales d), e), f) y g) precedentes, que se emplacen en Áreas de Uso Preferente Agrícola establecidas en los instrumentos de planificación urbanístico, como asimismo cuando estas construcciones se emplacen en áreas rurales no reguladas por un instrumento de planificación urbanístico, deberán contar con un informe previo del Secretario Regional Ministerial de Agricultura, el que deberá pronunciarse en un plazo de 30 días hábiles desde la presentación de la solicitud. En caso que no se pronuncie en dicho plazo, el informe se entenderá por evacuado y el Director de Obras Municipales podrá otorgar la autorización.”.


35)
Agrégase el siguiente nuevo artículo 56º Bis:



“Artículo 56º Bis.- En las áreas rurales, se prohíbe a los propietarios de predios colindantes con caminos públicos nacionales, ejecutar edificaciones en las franjas que establece el Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 de 1997, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Caminos, así como en los accesos a bienes nacionales de uso público, que establezcan los instrumentos de planificación urbanística.



La apertura de nuevos caminos o calles que desemboquen en los caminos públicos de carácter nacional o regional, requerirá autorización de la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, previo informe de la División de Desarrollo Urbano  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuando ellos incidan en las áreas de los Planes Reguladores Intercomunales.”.


36)
Reemplázase el artículo 69º por el siguiente: 



“Artículo 69º.- Los terrenos destinados a espacios públicos consultados en los proyectos de loteo, subdivisión o urbanización pasarán automáticamente a ser parte del Plan Regulador Comunal al cursarse la recepción definitiva de las obras de urbanización.”.


37)
Modifícase el artículo 70º, de la siguiente forma:



a)
Agrégase en el inciso primero a continuación de las expresiones “y para equipamiento”, la expresión “y seguridad pública”.



b)
Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual incisos segundo a ser tercero:




“Sin perjuicio de lo anterior, se podrá compensar el equivalente de los terrenos destinados a seguridad pública, con aportes para la construcción y equipamiento policial a favor de Carabineros de Chile, cuyo emplazamiento definitivo será determinado por la Subsecretaría de Carabineros de Chile sobre la base del Estudio de Despliegue Operativo desarrollado por la referida institución policial.”.

ARTÍCULO 2º.-
Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de la presente Ley, proceda a fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

ARTÍCULO 3º.-
Deróganse los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 6º y 8º del Decreto Ley N° 3.516 de 1980 Sobre División de Predios Rústicos.

ARTÍCULO 4º.-
El Servicio Agrícola Ganadero deberá remitir a la Dirección de Obras Municipales respectiva, la información respecto de las subdivisiones efectuadas de conformidad al Decreto Ley N° 3.516 de 1980 de cada comuna.


Asimismo, los Conservadores de Bienes Raíces respectivos remitirán al Director de Obras Municipales de la comuna que corresponda, en un plazo máximo de 6 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, una nómina de las propiedades registradas con subdivisiones practicadas al amparo del citado Decreto Ley, desde su entrada en vigencia hasta que se requirió la visación del Servicio Agrícola y Ganadero, indicando rol, número y fecha de inscripción. En caso que, dentro del mismo plazo, el municipio requiera adicionalmente copia de los planos respectivos, éstos se entregarán previo pago del equivalente al 50% del arancel respectivo. 


Las prohibiciones de cambiar su destino estipuladas en las escrituras de compraventa a que se refiere el penúltimo inciso del artículo 1º del Decreto Ley N° 3.516 de 1980, se entenderán levantadas de pleno derecho a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, siendo aplicables a esos predios lo dispuesto en el articulo 5º de esta ley.

ARTÍCULO 5º.-
Las subdivisiones o construcciones de predios rústicos o parcelas provenientes de divisiones acogidas al Decreto Ley N° 3.516, de 1980, cuya superficie sea inferior a dos hectáreas, se sujetarán a las disposiciones contenidas en el artículo 56º y 56º Bis de la presente Ley.

ARTÍCULO 6º.-
Derógase el artículo 46º de la Ley N° 18.755, Orgánica del Servicio Agrícola Ganadero. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO.-
Los instrumentos de planificación urbanística que estuvieren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley, seguirán rigiendo en todo lo que no la contradigan y las disposiciones de ésta se entenderán incorporadas en ellos. 

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO.-
Para el desarrollo de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado en territorios en que no existan  Plan Regional de Desarrollo Urbanístico o Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, o que existiendo a la fecha de publicación de esta Ley no hayan establecido las condiciones para su desarrollo que establece el artículo 55º Bis del Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, el Gobierno Regional respectivo mediante resolución, deberá determinar, previo informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, las condiciones a que se refiere el inciso primero del citado artículo 55º Bis.


Los interesados que presenten proyectos de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado deberán cumplir con las condiciones de las zonas de restricción y reserva y de las áreas de uso preferente agrícola que indiquen los organismos públicos competentes, con las disposiciones de las zonas protegidas por otras leyes, y con la totalidad de las condiciones establecidas en los numerales 3 y 4,  que para estos efectos las definirá el Gobierno Regional de conformidad a lo preceptuado en el inciso anterior, y con las establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7 y 8, todos del inciso  segundo del artículo 55º Bis de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 



La aprobación del proyecto de Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado se someterá al procedimiento establecido en el artículo 55º Bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO.-
Durante el plazo de 5 años, contados desde la fecha de publicación de esta Ley, para el desarrollo de Proyectos Urbanos Condicionados en territorios en que no existan Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, según sea el caso, o que existiendo a la fecha de publicación de esta Ley no hayan establecido las condiciones que establece el artículo 55º Bis B del Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, el Gobierno Regional respectivo, deberá determinar mediante resolución, previo informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, las condiciones a que se refiere el citado artículo 55º Bis B y establecer la distancia máxima a las áreas urbanas y superficie mínima y máxima de estos proyectos. Dichas superficies no podrán ser inferiores a 5 hectáreas ni superiores a 50 hectáreas. Con todo cuando se trate de Proyectos Urbanos Condicionados destinados a viviendas sociales, la superficie mínima será de 5 hectáreas.


Los interesados que presenten Proyectos Urbanos Condicionados deberán cumplir con las condiciones de las zonas de restricción y reserva y de las áreas de uso preferente agrícola que indiquen los organismos públicos competentes, con las disposiciones de las zonas protegidas por otras leyes y con la totalidad de las condiciones establecidas en el numeral 2, 4, 5 y 6, todos del artículo 55º Bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 



Cumplido lo anterior, la aprobación del Proyecto Urbano Condicionado se someterá al procedimiento establecido en el artículo 55º Bis C) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO.-
Las normas sobre superficie mínima de subdivisión y de porcentaje máximo de ocupación para fines habitacionales establecidas en el nuevo Artículo 56º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, no se aplicarán a las subdivisiones de predios agrícolas efectuadas en conformidad con el decreto Ley N° 3.516, de 1980, con anterioridad a la publicación de esta Ley y cuyos planos se encuentren, a esa fecha, archivados en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente. 

ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO.-
Las “Proyectos con Desarrollo Urbano Condicionado” y “Zonas Urbanizables con Desarrollo Condicionado” establecidas respectivamente en los artículo 8.3.2.4. y 3.3.6. del Plan Regulador Metropolitano de Santiago se asimilarán para todos los efectos legales a las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado establecidas en artículo 55º de la presente Ley, manteniendo los requisitos y condiciones establecidas en el instrumento de planificación territorial con las cuales fue aprobado. 

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO.-
La presente Ley entrará en vigencia 90 días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, período en el cual la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones deberá adecuarse a las disposiciones de esta Ley.”.

Dios guarde a V.E.,
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Presidente de la República
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Ministro de Obras Públicas
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Ministro de Agricultura

